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PRESIDE: — Señora Representante Daniela Payssé (ad hoc). 
MIEMBROS: Señora Representante Alba M. Cocco Soto y señor Representante Gustavo A. Espinosa. 


INVITADOS: Delegación de la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD), 
integrada por los expertos: señores Mark Shaw, Asesor Internacional de la ONUDD; José 
Vila del Castillo, Asesor Regional para Latinoamérica; doctora Fabienne Hariga, MD, 
Asesora Regional en VIH/SIDA y Cárceles para Latinoamérica de la ONUDD, en Viena; y 
Técnicos Asesores de la Delegación, señoras Nara Santos de ONUDD, Oficina Regional 
para Brasil y el Cono Sur, y Carola Lew, Coordinadora Regional de Proyectos ONUDD 
Brasil y Cono Sur, con sede en Argentina, acompañados por los señores Secretario General 
licenciado Milton Romani y Gustavo Misa, y asistente social Ana María Herrera, de la Junta 
Nacional de Drogas, y doctora María Noel Rodríguez, del Ministerio del Interior. 


SEÑORA PRESIDENTA (ad hoc) (Payssé).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Es un gusto recibir a esta delegación de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. 


Estamos presentes dos mujeres, integrantes de la Comisión de Derechos Humanos. Queremos pedirles 
disculpas por algunas ausencias, pero debido a las inundaciones que afectan a nuestro país, los Diputados del 
interior no han podido llegar. Tienen tareas importantes a resolver en sus departamentos, así que vamos a 
contar con versión taquigráfica para que quede registrada vuestra visita. 


Sin más trámite, les cedemos la palabra, diciéndoles que el tema que ustedes van a tratar es muy sensible para 
esta Comisión. El año pasado recibimos a la Junta Nacional de Drogas. En esa oportunidad nos hicieron un 
completo informe, que tenemos y seguimos manejando con mucha atención. 


SEÑOR MISA.- Entre otras áreas, trabajo en un grupo que está tratando de desarrollar una 
intervención en el sistema carcelario en lo que tiene que ver con la problemática del consumo de 
drogas. Desde el año pasado estamos impulsando un espacio interinstitucional que denominamos Red 
de Humanización. 


A partir de esta preocupación específica por el tema drogas, naturalmente hemos ido tomando contacto con el 
conjunto de la problemática carcelaria. A partir de esta conjunción, de este trabajo en red, tomamos los temas 


de salud en general y también la temática que tiene que ver con la rehabilitación integral de la persona 
privada de libertad. 


Por lo tanto, en este proceso de construcción de red de trabajo en cárceles ahora ya estamos orientados a un 
abordaje más integral del tema. 


Desde la perspectiva de la Junta Nacional de Drogas, nuestra intención es aportar soluciones desde el 
componente del problema drogas, pero en esta perspectiva de intervenciones integrales en el sistema 
carcelario. 


Hemos solicitado ayuda a la Organización de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, organización 
con la que tenemos antecedentes de trabajo en otros proyectos. Hemos planteado una idea o pauta de 
proyecto a modo de experiencia, que pretendemos hacer en dos centros carcelarios. En principio, quedó 
planteado para el COMCAR y para el Centro Penitenciario Femenino. A partir de esa idea de proyecto 
discutimos el año pasado con otra misión de la ONUDD y surgió la necesidad de esta misión, que está 
presente esta semana en Montevideo, que viene con el objetivo de realizar una amplia mirada sobre la 
organización del sistema penitenciario en Uruguay, los problemas de su diseño, funcionamiento, salud, lo 
atinente a las drogas y su conexión con toda la problemática de la Justicia Penal. 


Se está realizando, en consecuencia, una amplia agenda de reuniones con instituciones nacionales y ellos nos 
habían pedido particularmente reuniones con el Poder Legislativo. Hay reuniones a nivel de los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y también visitas a centros penitenciarios, así que es una semana bastante 
intensa de trabajo. Ayer, en la primera jornada, ellos tuvieron una reunión con este espacio que denominamos 
Red de Humanización. Allí diez o doce instituciones que trabajan en el sistema carcelario expusieron sus 
cometidos, actividades y problemas. Hoy estamos en la segunda jornada de trabajo con la visita al 
Parlamento. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Tal vez sería interesante que las legisladoras que nos acompañan en esta 
reunión pudieran trasmitir la incidencia que ha tenido la Comisión de Derechos Humanos o su 
intervención en lo que hace al tema penitenciario, así como la existencia, actualmente, de una Comisión 
especial bicameral, para la relación del Comisionado Parlamentario, que tengo entendido por 
problemas de agenda no se pudo concretar. De todos modos, acabamos de llegar de la reunión con el 
Comisionado Parlamentario para plantearles cómo el Parlamento ha venido trabajando con el sistema 
penitenciario y con el Ministerio del Interior en particular. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a atender la solicitud de la doctora María Noel Rodríguez y hacer 
una síntesis para que ustedes sepan la visión del Parlamento con respecto al tema global del sistema 
carcelario. 


Al asumir el Gobierno el 1” de marzo de 2005, el Poder Ejecutivo declaró la emergencia en el sistema 
carcelario y de ahí en más la tarea, tanto de este Poder como del Poder Legislativo, fue buscar herramientas 
para tratar de revertir esa situación. A nivel parlamentario, asumimos una iniciativa del entonces Ministro del 
Interior, doctor José Díaz, sobre humanización y modernización del sistema carcelario, que llevó un tiempo 
pero que hicimos de manera coordinada desde las Comisiones de Derechos Humanos y de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración de esta Cámara. Ese proyecto de ley luego pasó a 
consideración del Senado y fue sancionado. Para los legisladores representó una herramienta valiosa y creo 
que lo mismo para el Poder Ejecutivo en general, ya que nos dotó de una cantidad de instrumentos, de 
alternativas a la prisión: por ejemplo, la posibilidad de analizar lo que puede ser la redención por trabajo y 
por estudio y la búsqueda de instrumentos tendientes a mejorar la calidad de vida de quienes están recluidos 
en establecimientos penitenciarios. A tales efectos, el Reglamento de la Cámara de Diputados le atribuyó a la 
Comisión de Derechos Humanos la responsabilidad de considerar los derechos humanos en el sistema 
carcelario, independientemente de que valoramos la necesidad de crear la figura del Comisionado 
Parlamentario para el Sistema Carcelario -que ustedes acaban de visitar-, cuya designación recayó en el 
doctor Álvaro Garcé. 


(Ingresa a Sala el señor Representante Espinosa) 


Estuvimos casi un año sin lograr el ámbito de referencia del Comisionado Parlamentario para el 
Sistema Carcelario -es el referente de todo el Parlamento, no solo de la Cámara de Diputados, que es la 
única que tiene Comisión de Derechos Humanos-; luego el relacionamiento desde esta Comisión con su 
tarea fue muy fluido, así como el de la Comisión Especial de la Asamblea General, a partir de su 
creación. Nos parece importante resaltar esto y contarles que ese funcionamiento también tiene que ver 
con una retroalimentación que se hace desde el Parlamento hacia el Comisionado Parlamentario y 
desde este hacia la Comisión correspondiente, además del buen relacionamiento con el Ministerio del 
Interior, que ha estado en contacto permanente con la Comisión de Derechos Humanos y con la 
Comisión Especial del Senado. 


En ese marco, entre las preocupaciones que tenemos con respecto al sistema carcelario, que son muchas -se 
están haciendo cosas, pero queda mucho por hacer-, estamos pensando en algunas alternativas más 
ambiciosas como, por ejemplo, empezar a trabajar en una institución nacional de rehabilitación y también en 
buscar la forma de que el sistema carcelario tenga una dirección nacional. Las cárceles departamentales 
dependen de las Jefaturas de Policía y eso genera una dificultad porque no tenemos un organismo visible y 
armónico que se encargue de todos los establecimientos de reclusión, tanto de la capital, de las zonas 
metropolitanas como del interior del país. El tema es cómo volvemos a pensar esa institucionalidad y en qué 
ámbito, pero vemos necesaria esta tarea. Como el intercambio entre el Ministerio del Interior y el Parlamento 
es fluido, buscaremos las formas de llevar adelante esta idea, teniendo en cuenta la realidad que no nos es 
demasiado favorable a los cambios rápidos, habida cuenta de que hay que profesionalizar y capacitar al 
personal para desarrollar esto; además, para ello se necesita dinero. Eso juega un rol importante en un país 
como el nuestro, que viene saliendo de una crisis profunda, en la que hay que atender muchas necesidades 
impostergables al mismo tiempo. 


Básicamente, esa es nuestra preocupación. Ustedes hoy vienen por un tema específico: la adicción dentro de 
los establecimientos carcelarios. Nosotros advertimos que este es un problema de difícil resolución. Me 
parece muy bueno tener la oportunidad de contar con el conocimiento de ustedes, a los efectos de ilustrarnos 
y ayudarnos para ver cómo se puede abordar este tema, habida cuenta también de que el Poder Ejecutivo ha 
asumido el problema de la drogadicción, con todo lo que esto conlleva, como prioritario para abordar. 


Esa es la reflexión que podemos hacer desde el Parlamento. También podemos contestar alguna pregunta que 
haya quedado por el camino en este intercambio que estamos haciendo hoy. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Soy Diputada por un departamento del interior, ubicado a quinientos 
kilómetros de la capital, en el litoral del río Uruguay. 


Hace muy poco que integro la Comisión de Derechos Humanos. De hecho, cuando la compañera Daisy 
Tourné pasó al Ministerio del Interior, abandoné la Comisión en la que estaba actuando como titular para 
integrar la de Derechos Humanos. Los Diputados del interior no solo tenemos que ocuparnos del tema 
específico de la Comisión que integramos, sino que tenemos que ver todos los asuntos, y el de los derechos 
humanos y el sistema carcelario siempre me han preocupado. Cuando el Comisionado Parlamentario, doctor 
Garcé, estuvo en Salto, lo acompañé en la visita a la cárcel; además, mantengo un relacionamiento fluido, 
tanto con el Comisionado Parlamentario como con el Director de la cárcel departamental. 


Quiero marcar dos de los aspectos a los que la señora Presidenta hizo referencia. Uno es la necesidad de un 
instituto carcelario fuera del instituto policial para la Dirección Nacional de Cárceles. El otro es integrar a las 
cárceles del interior a ese circuito nacional. La Cárcel de Salto, de acuerdo con la visión que me trasmitió el 
Comisionado Parlamentario, es de las que se encuentra en un estado medio; no es de las peores ni de las que 
está en mejores condiciones. Hace pocos meses se inauguró un pabellón donde permanecen los reclusos que 
trabajan en la chacra de la cárcel, y eso es muy importante. También creo que el hecho de que los reclusos 
desarrollen actividades, ya sea de trabajo o de estudio, contribuye a que la droga no haga estragos en ellos. 
Asimismo, hay una docente y, con las dificultades del caso pero con colaboraciones y donaciones, se ha 
logrado implementar una sala de informática. Esta es una de las cárceles, que además está superpoblada, pero 
no como otras; me refiero, por ejemplo, a la del departamento de Rivera, en donde se está construyendo un 
nuevo local carcelario. Las cárceles del interior son una problemática sobre la que quiero hacer hincapié. 
Además, últimamente en la Cárcel de Salto ha habido incautaciones de drogas que manejaban algunos 
reclusos y familiares que iban a visitarlos. 


Nosotros podemos recibir información por parte de ustedes sobre cómo manejarnos. Además, como nuestra 
relación con el Director de la Cárcel es positiva, también podemos colaborar con los Directores de otras 
cárceles. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quiero agradecer la visita de la delegación. Es un honor tenerla en este 
intercambio de opiniones y experiencias. 


Voy a hablar de dos o tres aspectos que me parece importante señalar desde una cierta óptica, debido a la 
circunstancial oposición política en la que estamos y el rol que jugamos en el Parlamento Nacional. 


En lo que refiere al delito y al sistema penitenciario, Uruguay ha tenido un avance sustancial en cuanto a la 
ley de humanización de cárceles. Sabida es nuestra opinión personal y política en cuanto a los matices y a 
algunas cuestiones que habrá que ir corrigiendo, pero no deja de ser un avance. 


En lo que tiene que ver con el régimen penitenciario, nosotros hemos señalado siempre la necesidad de que 
haya mejores y mayores políticas de rehabilitación, apuntando a un sistema de penitenciaría rural. 
Entendemos que esta es una solución armónica, en la que la rehabilitación, la contención y la posterior 
reinserción laboral tienen matices realmente importantes y relevantes a tener en cuenta. Injusto sería no 
admitir públicamente que el sistema penitenciario y su coyuntura es algo actual; viene desde hace mucho 
tiempo. Circunstancialmente, se ha dado el debate de si más rehabilitación o mejores y mayor cantidad de 
cárceles. Este es un debate en el cual la sociedad uruguaya ha estado inmersa. Por otra parte, el crecimiento 
del delito no es una novedad, porque se trata de un incremento internacional en un mundo globalizado en que 
nos toca vivir. 


Uruguay tiene varios desafíos. Hoy lucha con una pobreza que, por suerte, logra estar en menores porcentajes 
que años atrás, debido a la crisis que golpeó al país y a la región desde 2002 en adelante. Esto equivale a 
decir que hoy el desafío puede ser seguir en la dialéctica discursiva de penas más duras o encontrar un 
equilibrio en la sociedad uruguaya que, a través de la mejor distribución de la riqueza, encuentre los 
parámetros adecuados para frenar una coyuntura socioeconómica de entramado social, que permita evitar el 
delito. 


Indudablemente, no vamos a puntualizar sobre la situación actual de las cárceles. Ustedes habrán conversado 
con el señor Comisionado Parlamentario, figura que valoramos en su creación y en su funcionamiento y que 
nos mantiene informados acerca de los procesos y -por qué no en algunos casos- de los estancamientos que 
en el régimen penitenciario rural. Uruguay tiene grandes desafíos aun en lo que refiere a la situación sanitaria 
de los reclusos, a la superpoblación y al hacinamiento. Estas son coyunturas sobre las que seguirá habiendo 
debates políticos, pero sí quiero destacar que en el seno de esta Comisión -creo que es la opinión de todos los 
integrantes- existe una profunda preocupación y un ánimo constructivo. Señalaremos nuestras diferencias, 
pero con espíritu constructivo, porque por encima de todas las cuestiones hay algo que prima en el seno de 
esta mesa de trabajo: los derechos humanos, no importa de qué sector, si del de los que están afuera o del de 
los que están adentro por los errores que cometieron en la vida. Nos interesa sobremanera ver de qué modo 
en el incumplimiento de la pena no se dejan de lado los aspectos humanos que nos interesa y nos importa 
salvaguardar. 


SEÑOR SHAW.- Trabajo en la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. Voy a hacer 
una breve presentación del equipo que me está acompañando. A mi derecha, se encuentra el Asesor 
Regional en VIH Cárceles para Latinoamérica, señor José Vila del Castillo, la señora Nara Santos, de 
nuestra oficina en Brasil, la señora Carola Lew, de Argentina, y la doctora Fabienne Hariga, que es la 
Asesora en VIH Cárceles de la Unidad de VIH-SIDA de la Oficina en Viena. 


Quiero agradecer a los delegados y a la Comisión por recibirnos y valoro mucho el tiempo de que disponen 
para reunirse con nosotros. 


Hay muchos propósitos en nuestra misión, y hemos formado un equipo multidisciplinario para esta 
evaluación del sistema penitenciario, de manera tal de entablar relación con todas las contrapartes que hay en 
Uruguay. 


La primera función es observar temas relacionados con la reforma del sistema penitenciario, el VIH y la 
reducción de la demanda. 


Nuestra organización tiene mandato en todas estas áreas. Debo ser muy claro. El trabajo en el que estamos 
comprometidos esta semana no es dar un juicio sobre el sistema de Uruguay, sino hacer una evaluación 
diagnóstica técnica con el objetivo de identificar aspectos en los que podemos prestar cooperación técnica. 


Ya hemos visto algunas personas, seguiremos entrevistando a otros y a fin de la semana esperamos tener 
estudiada la situación. 


Nuestra Oficina es custodio de las normas mínimas para el tratamiento de los reclusos, así como un rango 
amplio de otras normas y convenciones que tienen que ver con el tratamiento de las personas privadas de 
libertad. Desarrollamos programas con asistencia técnica en esta área en muchos países del mundo. Además, 
somos la organización que da respuesta al VIH en el medio carcelario. 


Voy a dejar a mis colegas que hablen sobre los puntos que mencioné. Nosotros podemos responder las 
preguntas que se formulen, pero básicamente estamos acá para aprender. Queremos conocer cuál es la 
situación de Uruguay, cuáles son las ideas que se están manejando en cuanto a la reforma de la Justicia Penal 
y, si es su deseo, podemos compartir las experiencias que conocemos y que se están desarrollando en otros 
países. 


A continuación, la doctora Hariga va a contar cuáles son nuestras actividades en la Unidad de VIH-SIDA y, 
luego, el señor José Vila del Castillo va a explicar la actividad regional. 


SEÑORA HARIGA.- Soy doctora en medicina y responsable del área de VIH-SIDA en Cárceles, en el 
Cuartel General de la Oficina de las Naciones Unidas en Viena. 


La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito es miembro del Grupo ONU-SIDA, que es la 
conjunción de diez agencias responsables de la lucha contra el sida en el mundo por parte de las Naciones 
Unidas. El objetivo concreto de la ONUDD -Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito— es: 
cárceles, uso de drogas inyectables y víctimas del tráfico de seres humanos con respecto del sida. 


El mandato fundamental en el área de prisiones, relacionado con VIH-SIDA en cárceles desde la Oficina de 
las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito es asistir a los países en el fortalecimiento de las estructuras 
públicas y en el establecimiento de estrategias nacionales para luchar contra esta enfermedad dentro de las 
prisiones. Está basado en el respeto a los derechos humanos fundamentales de la persona, en este caso, a la 
salud, reconociendo que el preso tiene exactamente el mismo derecho a la salud que la gente que no está 
presa, con una división de género y sustentado constantemente por evidencia científica. Entonces, trabajamos 
muy cerca de la Organización Mundial de la Salud. El primer resultado de esta unión ha sido la realización de 
este marco de actuación político para el desarrollo de políticas y de estrategias públicas. Está en español, en 
inglés y en ruso. 


SEÑOR VILA DEL CASTILLO.- Soy asesor regional para Latinoamérica y el Caribe en temas de 
VIH-SIDA y Cárceles de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito con sede en San 
José de Costa Rica, un sitio maravilloso, que recomiendo a todos que conozcan. 


La Oficina de las Naciones Unidas contra la droga y el delito recibió hace un tiempo -no recuerdo 
exactamente cuándo- el mandato por parte del resto de las agencias de las Naciones Unidas de trabajar 
específicamente en las tres áreas que ha señalado el doctor Fabienne: cárceles, drogas inyectables y tráfico de 
seres humanos. A este respecto se decidió, dada la situación penitenciaria en Latinoamérica y trabajando codo 
con codo con el Departamento de Reforma de Justicia Criminal de la Organización de las Naciones Unidas, 
que en las oficinas del Instituto Latinoamericano de Lucha contra el Delito en Costa Rica se abriera una 
oficina específica para tratar estos temas en el continente y que también se abriera otra con el mismo carácter 
en Sudáfrica, en Johannesburg para África. 


Desde que abrimos la oficina el 15 de enero, conjuntamente con Carola y Nara -que son personas que 
trabajan con nosotros en el sur del continente-, hemos desarrollado contactos políticos con varios países 
importantes de la región, incluyendo, por supuesto, a Uruguay. Hemos mantenido contactos con México, 


Brasil, Argentina, Guatemala y hemos venido a Uruguay. A lo largo de todo este proceso de meses ya hemos 
generado un movimiento para la concreción de una red continental para la definición de políticas públicas 
estratégicas en temas de sida, cárceles y tratamiento de la reforma penal penitenciaria, donde pondremos a 
trabajar en una sola mesa a las autoridades de la salud con las autoridades de la gobernación, del interior y de 
justicia, es decir, a los responsables de la política penitenciaria de cada país. Ya hemos hecho una 
convocatoria regional, que se va a producir durante la segunda quincena de octubre. Hemos convocado a una 
reunión en Río de Janeiro a todos los responsables de los diecinueve países de la región, tanto en el plano del 
sida como en el de política penitenciaria. ¿Con qué fin? El fin de la reunión de octubre es el consenso 
continental de los principios básicos sobre los que una estrategia nacional debe estar establecida, dentro del 
ámbito de las cárceles en la lucha contra el sida, en cinco puntos de vista. 


En primer lugar, la estrategia nacional debe estar establecida desde el punto de vista político, es decir, de los 
principios políticos que es necesario consensuar. En segundo término, desde el punto de vista legal, porque 
hay muchos países que sí tienen Plan Nacional de SIDA, pero, por ejemplo, no tienen reglamento de 
protección de derechos de los presos. Hay muchos países a los que les faltan muchas cosas para poder 
articular una buena política penitenciaria. Entonces, habrá que ver eso. En tercer lugar, hay que establecer un 
área de información estratégica que no existe, módulos de información epidemiológica, formas de referencia 
y de contrarreferencia de pacientes, es decir, todos aquellos datos necesarios para, dentro de las cárceles, 
hacer el seguimiento de la epidemia en forma consensuada, de tal manera que, a la postre, podamos tener 
estadísticas continentales equiparables. El cuarto término, deberíamos considerar cuáles son los puntos 
mínimos de consenso para el establecimiento de buenos programas y políticas penitenciarias dentro de las 
cárceles, en el área concreta de VIH-SIDA y en el área concreta del mejoramiento de la calidad de los 
derechos humanos sanitarios y de la calidad de vida de los presos. En quinto lugar, está el sistema de cómo 
vamos a monitorear y a evaluar el proceso. Estas cinco grandes ventanas deben tener una serie de principios 
consensuados al final de la reunión de Río de Janeiro, de tal manera que el año próximo, a partir de enero, 
podamos hacer 19 reuniones y se establezcan 19 mesas mixtas de trabajo, una por país, basadas en estos 
principios y para que también, sobre el marco de trabajo que ha realizado Naciones Unidas, se determinen 
políticas penitenciarias específicamente sobre sida en cada país, logrando que todas las autoridades que 
tengan algo que decir, puedan hacerlo. 


Esto es lo que estamos haciendo desde enero y que llevaremos adelante hasta agosto del año próximo. Ese es 
nuestro programa de trabajo. Además, hay una segunda área en la que hemos empezado a trabajar hace unas 
semanas con Carola y con Nara -por lo que estamos viendo, es un área bastante difícil-, que es el 
fortalecimiento de las organizaciones no gubernamentales que trabajan en el campo de las prisiones junto con 
los Gobiernos. Se trata de un campo bastante atomizado y diseminado, en el que hay muchas lagunas y 
absolutamente nada regulado. Hay muchos Gobiernos que trabajan con algunas, pero no todas las que 
trabajan en cárceles lo hacen bajo las pautas políticas de las leyes de salud o de las normas dadas por la 
política sanitaria de los países. Entonces, hay que poner orden y hay que fortalecer toda la estructura para que 
sea mucho más eficiente y eficaz el trabajo que ellos están desarrollando y, fundamentalmente, sentarlos en la 
mesa para trabajar en forma conjunta con los Gobiernos. La idea que tenemos es generar una red de 
organizaciones no gubernamentales subregional en Centroamérica, otra para el Pacto Andino y otra para el 
Cono Sur, es decir, repetir un poco el modelo. Es muchísimo trabajo. Al mismo tiempo, hay que ir a los 
países, ver cómo están las cárceles, ir con Mark Shaw para ver cómo podemos ayudar a los Gobiernos a 
solucionar lo que es urgente, no lo más importante -como dice Mafalda- y hacer algunas preguntas. 


SEÑOR ROMANI.- Soy Secretario General de la Secretaría Nacional de Drogas y de la Junta Nacional 
de Drogas de la Presidencia de la República. 


Pido disculpas por haber llegado tarde, pero vengo de una actividad que, de alguna manera, tiene que ver con 
esto. 


En primer lugar, quiero agradecer a la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes por 
recibirnos y acoger esta iniciativa que tiene la Junta Nacional de Drogas y Delitos de las Naciones Unidas. 


Brevemente -también se lo debo a los amigos-, quiero explicar cómo surge esto. Con la Oficina de la Droga y 
el Delito de las Naciones Unidas para Brasil y el Cono Sur ya tenemos un trabajo conjunto recorrido, 
vinculado fundamentalmente a usuarios de drogas inyectables y de VIH-SIDA y también una investigación 


que se hizo sobre el tema pasta base, del que hay una publicación. Es decir que el vínculo con ONUDD ya 
viene de lejos. 


El 26 de junio del año pasado, cuando en Uruguay se conmemoraba el Día Internacional contra el Abuso y el 
Tráfico Ilegal de Drogas, se realizó un acto en el Edificio Libertad que estuvo encabezado por el Presidente 
de la República y recibimos la visita del señor Giovanni Quaglia, representante para Brasil y el Cono Sur de 
ONUDD. Allí surgieron tres iniciativas, una de ellas vinculada a un estudio de niños de la calle. Tenemos las 
cifras del consumo por parte de los estudiantes y la Encuesta de Hogares. Ahora necesitábamos tener una 
noción del consumo de la población más vulnerable y desprotegida. Para eso contamos con el apoyo de la 
ONUDD. Ese día también surgió la posibilidad de recibir apoyo técnico de un programa de prevención 
laboral. Además, tenemos un proyecto piloto desarrollado en una empresa privada, la Curtiembre Branáa, y 
acabamos de firmar con las dieciséis empresas públicas de nuestro país. De allí vengo. Considero que es un 
paso de fundamental importancia en materia de políticas públicas de drogas. 


Asimismo, hace menos de un año surgió esta iniciativa de la Junta Nacional de Drogas para encarar el 
vínculo de las drogas y las cárceles. Quiero dejar sentado aquí que, como en otros terrenos, es impensable 
abordar el tema del consumo y el tráfico de las drogas en el sistema penitenciario sin abordar el conjunto de 
problemas que tienen la población reclusa y el personal penitenciario, porque ambos están presos. Voy a 
mencionar algo relacionado con mi profesión de psicólogo. Uno de los oficios que tiene la más alta tasa de 
suicidios es el de guardia de cárceles. Discriminado por oficios, existe esa situación. Digo esto porque 
cuando hablamos de incorporar programas en el sistema penitenciario estamos hablando de considerar al 
conjunto de la población encerrada allí adentro, con los niveles de hacinamiento existentes y las 
enfermedades trasmisibles, no solo desde el punto de vista sexual. Por ejemplo, en nuestro sistema carcelario 
hay una alta tasa de tuberculosis. Entonces, sería absurdo y ridículo encapsular el tema solo en las drogas. 


Para nosotros, el tema de las drogas es un síntoma, un emergente que va acompañado de otros problemas. De 
ahí que el ofrecimiento de esa misión de alto nivel de expertos, que nos permite reflexionar sobre el conjunto 
del sistema penitenciario resultó ideal para la Junta Nacional de Drogas, que es un órgano interministerial - 
donde están todos los Ministerios comprometidos-, a fin de hacer aportes al conjunto de la problemática del 
sistema penitenciario y, a partir de allí, elaborar proyectos. 


Tenemos proyectos concretos sobre el abordaje del tema drogas, pero a condición de que entre todos 
podamos vincular y abarcar el conjunto de los problemas. No cabe duda de que la población carcelaria ha 
aumentado por el tráfico y también por el consumo asociado. No nos equivoquemos. Desde nuestro punto de 
vista hay una alta correlación entre drogas y delito, pero sería absurdo y reduccionista considerar que esto es 
una causal unidireccional que explica todo el fenómeno. En el fenómeno del delito la droga es un vector 
importante, pero también existe un conjunto de problemas que vienen de la mano, cruzados, donde muchas 
veces es difícil distinguir la vulnerabilidad social y la pobreza, no solamente económica sino también de 
proyectos, el VIH-SIDA y el hacinamiento en el que vive esa población, no solo en el sistema carcelario sino 
desde antes. 


Muchas veces decimos que el conjunto de problemas sociales está asociado y es multicausal. A veces tengo la 
sensación de que decir eso es una coartada para no hacer nada, porque como hay tantas causas es imposible 
abarcar todo. Como Antón Pirulero, cada uno a su juego. La Junta Nacional de Drogas va a ocuparse del tema 
de las drogas, pero no podemos dejar de ver el conjunto. 


Este es nuestro aporte al problema penitenciario, que también va a aportar en el tema drogas. 


SEÑOR VILA DEL CASTILLO.- Acabamos de estar con el Comisionado Parlamentario para el 
Sistema Carcelario. Existe una treintena de recomendaciones, muchas de las cuales están directamente 
vinculadas a la Asamblea General y tienen que ver con partidas presupuestales que necesitan ser 
ampliadas. ¿Hasta qué punto las distintas Comisiones parlamentarias, tanto de Presupuesto como de 
Derechos Humanos o de políticas penitenciarias, van a apoyar desde el punto de vista presupuestario la 
implementación de dichas recomendaciones? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Trataré de contestar una pregunta que, en realidad, no es competencia del 
Parlamento, porque por lo menos en nuestro país los rubros presupuestales son de iniciativa del Poder 
Ejecutivo y no del Parlamento. Sí podemos recomendar, atender y demás. Es por eso que muchas 


veces, cuando llega el Presupuesto o la Rendición de Cuentas al Parlamento, tomamos contacto con los 
Ministerios correspondientes y vemos un poco la forma de ir zanjando las necesidades de dinero, que 
son las que se tratan cuando se abordan los presupuestos. 


Debemos partir de la base de que estamos en un país que está saliendo de una crisis y tratando de revertir una 
situación general de su población, donde tenemos muchas prioridades. Hay veces que las vamos decantando, 
pero otras se acumulan tantas prioridades que no se puede atender a todas con la celeridad que uno quisiera. 
Desde el punto de vista de la concepción de este Gobierno progresista se han asumido cuatro prioridades a 
nivel presupuestal y de Rendición de Cuentas, relacionadas con la salud, la seguridad, la educación y lo que 
llamamos infraestructura, o sea, lo relacionado con las obras públicas y la posibilidad de generar 
infraestructura adecuada para llevar adelante proyectos vinculados, inclusive, con el país productivo que 
estamos proponiendo, pero además porque es una forma de generar trabajo genuino. 


Tanto la ley presupuestal como las Rendiciones de Cuentas priorizan esas áreas, porque se trabaja con lógica, 
con coherencia, debido a que son definiciones políticas. En ese marco, el trabajo del Parlamento coadyuva 
con la idea fuerza del Poder Ejecutivo, a efectos de llevar adelante estas políticas. Obviamente, siempre hay 
que priorizar dentro de la redistribución que se hace en los Ministerios. ¡Ojalá desde el Poder Ejecutivo se 
pudieran atender todos los reclamos de carácter presupuestal y financiero, pero la óptica, la visión y la 
filosofía de esta fuerza política es enviar al Parlamento Presupuestos y Rendiciones de Cuentas que tengan 
financiamiento genuino, a fin de no generar más endeudamiento a un país que ya está lo suficientemente 
endeudado y cuya deuda le ocasiona bastantes problemas que arrastra desde hace mucho tiempo! 


SEÑOR VILA DEL CASTILLO.- La respuesta es congruente porque es el Poder Ejecutivo el que 
elabora el Presupuesto. De todos modos, las recomendaciones del informe van dirigidas a la Asamblea 
General. En todas ellas, se recomienda el incremento gradual de fondos asignados a la Ley de 
Presupuesto, el incremento de las partidas de gasto, etcétera. 


Lo siento si he cometido el error de interpretar que estas recomendaciones no competían solamente a la 
Asamblea General sino al Ministerio del Interior. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El referente del Comisionado Parlamentario es la Asamblea General; por 
eso las recomendaciones van a ese Cuerpo, que toma nota y que hace lo que considera conveniente. En 
ese marco, tenemos claro que la Comisión de la Asamblea General tomará nota de esas 
recomendaciones y tal vez pueda sugerir o trasmitir al Poder Ejecutivo cuáles fueron los nudos o los 
problemas identificados en su tarea -la del Comisionado Parlamentario- y generar el vínculo del 
Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario con el Poder Ejecutivo, que se hace a través - 
reitero- de la Asamblea General. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Somos muchos los parlamentarios de la fuerza política que está en el 
Gobierno que estamos trabajando antes de la presentación de la Rendición de Cuentas para buscar 
fuentes genuinas de financiamiento, sobre todo en tres temas: en educación, en salud y en la concreción 
de muchos planteos que se encuentran en la Ley de Humanización del Sistema Carcelario que no se 
han podido llevar adelante, precisamente, por falta de rubros. En tal sentido, con los demás 
parlamentarios de nuestra fuerza política y con el Poder Ejecutivo, estamos buscando fuentes genuinas 
de financiación para que no haya inconvenientes con la inflación. Si no buscamos fuentes genuinas de 
financiamiento, lo que se da por un lado se quita por el otro al aumentar la inflación. Esto hay que 
lograrlo antes de que la Rendición de Cuentas entre al Parlamento, es decir, antes de que el Poder 
Ejecutivo la envíe. 


Como bien decía la señora Presidenta, la Constitución establece que nosotros no podemos aumentar el gasto; 
lo único que podemos hacer es votar la Rendición de Cuentas como viene o reducir el gasto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos que hayan puesto la mirada en nuestro país, que está 
necesitando apoyo, por las razones que estuvimos intercambiando. Esta Comisión está dispuesta a 
recibirlos y a mantener contacto con quienes ustedes lo consideren, en la medida en que tenemos 
objetivos comunes y compartidos, que sería bueno profundizar. Fue un gusto haberlos recibido. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


